
BOE núm. 164 Jueves 10 julio 2003 26905

12. Se añade al artículo 330 un apartado 5 con
la siguiente redacción:

«5. Los concursos para la provisión de plazas
de magistrados de las Secciones de las Audiencias
Provinciales que conozcan en segunda instancia
de los recursos interpuestos contra todo tipo de
resoluciones dictadas por los juzgados de lo mer-
cantil se resolverán en favor de quienes, acredi-
tando la especialización en los asuntos propios de
dichos Juzgados, obtenida mediante la superación
de las pruebas selectivas que reglamentariamente
determine el Consejo General del Poder Judicial,
tengan mejor puesto en su escalafón. En su defecto,
se cubrirán con los magistrados que acrediten
haber permanecido más tiempo en el orden juris-
diccional civil. A falta de éstos, por los magistrados
que acrediten haber permanecido más tiempo en
órganos jurisdiccionales mixtos. En su defecto, por
el orden de antigüedad establecido en el apartado
primero.»

13. El apartado 1 de la Disposición adicional octava
queda redactado de la forma siguiente:

«La competencia para tramitar y decidir en pri-
mera instancia los procesos civiles sobre impug-
nación de acuerdos sociales establecidos en el Real
Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley de Sociedades Anónimas; en la Ley 2/1995,
de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad
Limitada; en la Ley 27/1999, de 16 de julio, de
Cooperativas, así como los que versen sobre la nuli-
dad de registro de cualquiera de las modalidades
de la Propiedad Industrial a las que se refiere la
Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, que-
dará en todo caso atribuida a los jueces de lo mer-
cantil que resulten competentes.»

Disposición transitoria única.

Hasta el momento en que entren en funcionamiento
los juzgados de lo mercantil, las funciones atribuidas
a los mismos en la Ley Concursal serán asumidas por
los actuales Juzgados de Primera Instancia o de Primera
Instancia e Instrucción, de acuerdo con lo que establezca
la Ley de Demarcación y de Planta Judicial, aplicándose
a los mismos lo dispuesto en el apartado 7 del artículo
segundo de la presente Ley Orgánica.

Tales funciones podrán ser asignadas por la Sala de
Gobierno del respectivo Tribunal Superior de Justicia,
con carácter exclusivo, a uno de los Juzgados de Primera
Instancia o de Primera Instancia e Instrucción del partido
judicial.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas todas las normas de igual o infe-
rior rango, en lo que contradigan o se opongan a lo
establecido en la presente Ley Orgánica.

Disposición final primera. Modificaciones de la Ley
38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y
de Planta Judicial.

En el plazo de tres meses a contar desde la entrada
en vigor de esta Ley Orgánica, el Gobierno remitirá a
las Cortes Generales un proyecto de modificación de
la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación
y de Planta Judicial, a fin de adecuar sus previsiones
a la presente Ley Orgánica.

Disposición final segunda. Entrada en funcionamiento
de los juzgados de lo mercantil.

Los juzgados de lo mercantil entrarán en funciona-
miento a partir del día 1 de septiembre de 2004.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado», con excepción de lo dispuesto en su artículo
primero y en su disposición transitoria, que entrará en
vigor el día 1 de septiembre de 2004.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta ley orgánica.
Madrid, 9 de julio de 2003.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno

en funciones,
MARIANO RAJOY BREY

13813 LEY 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I

Esta ley persigue satisfacer una aspiración profunda
y largamente sentida en el derecho patrimonial español:
la reforma de la legislación concursal. Las severas y fun-
dadas críticas que ha merecido el derecho vigente no
han ido seguidas, hasta ahora, de soluciones legislativas,
que, pese a su reconocida urgencia y a los meritorios
intentos realizados en su preparación, han venido demo-
rándose y provocando, a la vez, un agravamiento de
los defectos de que adolece la legislación en vigor: arcaís-
mo, inadecuación a la realidad social y económica de
nuestro tiempo, dispersión, carencia de un sistema armó-
nico, predominio de determinados intereses particulares
en detrimento de otros generales y del principio de igual-
dad de tratamiento de los acreedores, con la consecuen-
cia de soluciones injustas, frecuentemente propiciadas
en la práctica por maniobras de mala fe, abusos y simu-
laciones, que las normas reguladoras de las instituciones
concursales no alcanzan a reprimir eficazmente.

El arcaísmo y la dispersión de las normas vigentes
en esta materia son defectos que derivan de la codi-
ficación española del siglo XIX, estructurada sobre la base
de la dualidad de códigos de derecho privado, civil y
de comercio, y de la regulación separada de la materia
procesal respecto de la sustantiva, en una Ley de Enjui-
ciamiento Civil. Pero también contribuye a aumentar esos
defectos y a dificultar la correcta composición del sis-
tema la multiplicidad de procedimientos concursales; así,
junto a las clásicas instituciones de la quiebra y del con-
curso de acreedores, para el tratamiento de la insolvencia
de comerciantes y de no comerciantes, respectivamente,
se introducen otras, preventivas o preliminares, como
la suspensión de pagos y el procedimiento de quita y
espera, de presupuestos objetivos poco claros y, por tan-
to, de límites muy difusos respecto de aquéllas. La Ley
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2. Se añade un apartado 5 al artículo 46 con la
siguiente redacción:

«5. Se considerará que el valor fijado en las
resoluciones del juez del concurso para los bienes
y derechos transmitidos corresponde a su valor real,
no procediendo en consecuencia comprobación de
valores, en las transmisiones de bienes y derechos
que se produzcan en un procedimiento concursal,
incluyendo las cesiones de créditos previstas en
el convenio aprobado judicialmente y las enajena-
ciones de activos llevadas a cabo en la fase de
liquidación.»

Disposición final decimotercera. Reforma de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas.

El texto refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 2/2000, de 16 de junio, queda modificado en
los términos siguientes:

1. El párrafo «b» del artículo 20 queda redactado
de la forma siguiente:

«b) Haber solicitado la declaración de concur-
so, haber sido declaradas insolventes en cualquier
procedimiento, hallarse declaradas en concurso,
estar sujetas a intervención judicial o haber sido
inhabilitadas conforme a la Ley Concursal sin que
haya concluido el período de inhabilitación fijado
en la sentencia de calificación del concurso.»

2. El párrafo «b» del artículo 111 queda redactado
de la forma siguiente:

«b) La declaración de concurso o la declaración
de insolvencia en cualquier otro procedimiento.»

3. Los apartados 2 y 7 del artículo 112 quedan
redactados, respectivamente, de la forma siguiente:

«2. La declaración de insolvencia en cualquier
procedimiento y, en caso de concurso, la apertura
de la fase de liquidación originarán siempre la reso-
lución del contrato.

En los restantes casos de resolución de contrato
el derecho para ejercitarla será potestativo para
aquella parte a la que no le sea imputable la cir-
cunstancia que diere lugar a la misma, sin perjuicio
de lo establecido en el apartado 7 y de que en
los supuestos de modificaciones en más del 20
por ciento previstos en los artículos 149, párrafo e);
192, párrafo c), y 214, párrafo c), la Administración
también pueda instar la resolución.»

«7. En caso de declaración de concurso y mien-
tras no se haya producido la apertura de la fase
de liquidación, la Administración potestativamente
continuará el contrato si el contratista prestare las
garantías suficientes a juicio de aquélla para su
ejecución.»

Disposición final decimocuarta. Reforma del Estatuto
de los Trabajadores.

El texto refundido de la Ley del Estatuto de los Tra-
bajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, queda modificado en los
términos siguientes:

1. El artículo 32 queda redactado de la forma
siguiente:

«1. Los créditos salariales por los últimos trein-
ta días de trabajo y en cuantía que no supere el

doble del salario mínimo interprofesional gozarán
de preferencia sobre cualquier otro crédito, aunque
éste se encuentre garantizado por prenda o hipo-
teca.

2. Los créditos salariales gozarán de preferen-
cia sobre cualquier otro crédito respecto de los
objetos elaborados por los trabajadores mientras
sean propiedad o estén en posesión del empresario.

3. Los créditos por salarios no protegidos en
los apartados anteriores tendrán la condición de
singularmente privilegiados en la cuantía que resul-
te de multiplicar el triple del salario mínimo inter-
profesional por el número de días del salario pen-
dientes de pago, gozando de preferencia sobre
cualquier otro crédito, excepto los créditos con
derecho real, en los supuestos en los que éstos,
con arreglo a la Ley, sean preferentes. La misma
consideración tendrán las indemnizaciones por des-
pido en la cuantía correspondiente al mínimo legal
calculada sobre una base que no supere el triple
del salario mínimo.

4. El plazo para ejercitar los derechos de pre-
ferencia del crédito salarial es de un año, a contar
desde el momento en que debió percibirse el sala-
rio, transcurrido el cual prescribirán tales derechos.

5. Las preferencias reconocidas en los apar-
tados precedentes serán de aplicación en todos
los supuestos en los que, no hallándose el empre-
sario declarado en concurso, los correspondientes
créditos concurran con otro u otros sobre bienes
de aquél. En caso de concurso, serán de aplicación
las disposiciones de la Ley Concursal relativas a
la clasificación de los créditos y a las ejecuciones
y apremios.»

2. Se añade al capítulo III del título I una nueva
sección que, como sección 5.a y bajo el título «Proce-
dimiento concursal», estará integrada por el siguiente
artículo:

«Artículo 57 bis. Procedimiento concursal.
En caso de concurso, a los supuestos de modi-

ficación, suspensión y extinción colectivas de los
contratos de trabajo y de sucesión de empresa,
se aplicarán las especialidades previstas en la Ley
Concursal».

Disposición final decimoquinta. Reforma de la Ley de
Procedimiento Laboral.

El texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral,
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7
de abril, queda modificado en los términos siguientes:

1. El párrafo «a» del artículo 2 queda redactado de
la forma siguiente:

«a) Entre empresarios y trabajadores como
consecuencia del contrato de trabajo, salvo lo dis-
puesto en la Ley Concursal.»

2. Se añade párrafo d) al apartado 1 del artículo 3
con la siguiente redacción:

«d) De las pretensiones cuyo conocimiento y
decisión esté reservado por la Ley Concursal a la
jurisdicción exclusiva y excluyente del juez del con-
curso.»

3. El apartado 1 del artículo 4 queda redactado de
la forma siguiente:

«1. La competencia de los órganos jurisdiccio-
nales del orden social se extenderá al conocimiento
y decisión de las cuestiones previas y prejudiciales
no pertenecientes a dicho orden, que estén direc-
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